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RESUMEN

La adhesión de España a la Comunidad Europea supuso la necesidad de 
una reordenación de nuestro sistema de fuentes. La interacción entre ordena-
mientos y la consiguiente alteración del sistema de fuentes exige reajustes en 
el seno del sistema, pero de ello no se derivará necesariamente una modifi-
cación de los rasgos básicos del sistema: la coherencia y la unidad.
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ABStRACt

Spain’s accession to the European Community led to the need for a reor-
ganization of our system of sources. The interaction between systems and the 
change of the sources system requires adjustments within the system. Howe-
ver, a modification of the basic features of the system: the coherence and 
unity will not be derived from it.
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* Una versión inicial de este trabajo ha sido publicado en Barranco avilés, M.ª c., 
celador angón, ó. y Vacas Fernández, F. (coords.): Perspectivas actuales de las fuen-
tes del derecho, dikinson, Madrid, 2011.
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SUMARIO: i. La heterogeneidad de las fuentes y el sistema jurídi-
co.–ii. sistema de normas y principios del derecho comunita-
rio: su relación con los ordenamientos internos.–iii. La uni-
dad y la coherencia del sistema jurídico.–iV. a modo de 
conclusión.

i.  La HeTeroGeneidad de Las FUenTes Y eL sisTeMa 
jUrÍdico

su paulatina transformación y cada vez mayor complejidad, son 
rasgos muy actuales de las fuentes del derecho. en el contexto de la 
globalización se modifican gradualmente las estructuras políticas, 
pero también los centros de producción normativa 1. La rápida trans-
formación y los cambios que caracterizan nuestro tiempo tienen un 
importante reflejo en el derecho, habiendo alcanzado esta marea 
transformadora incluso «aquellos ámbitos del ordenamiento jurídico 
que parecían inasequibles a la innovación, como el de las fuentes del 
derecho» 2. La revisión de la noción de soberanía estatal supone igual-
mente la revisión del sistema de fuentes 3. Por otra parte, uno de los 
rasgos esenciales de los sistemas de fuentes es su temporalidad 4 y 
obviamente, en nuestro ámbito, en este constante incremento en el 
número y complejidad de normas, influye muy decisivamente la 
Unión europea, pues puede afirmarse que la adhesión de españa a la 
comunidad europea supuso la necesidad de una reordenación de 
nuestro sistema de fuentes. ante esta situación, puede parecer compli-
cado el seguir «afirmando desde la teoría del ordenamiento jurídico 
que las normas que lo integran forman un sistema perfecto al que se 

 1 Zolo, d., Globalización. Un mapa de problemas, trad. de Miguel Montes, edi-
ciones Mensajero, Bilbao, 2005, p. 105 y ss. destaca danilo Zolo la consolidación del 
espacio jurídico global, que se difunde en estrecha conexión «con la ideología del 
“globalismo jurídico”».

 2 Pérez Luño, a.e., El desbordamiento de las fuentes del Derecho, real acade-
mia sevillana de Legislación y jurisprudencia, sevilla, 1993, p. 76.

 3 señala Pérez Luño, que la cualidad de la soberanía estatal, respecto del sistema 
de fuentes se manifestaba en tres postulados básicos: la suprema potestad estatal en la 
creación de las normas jurídicas, el monopolio del estado en la determinación y crea-
ción del sistema de fuentes, y el carácter autógeno del proceso creador de normas por 
parte del estado. La profunda revisión de estos tres postulados hace «imprescindible 
tomar en consideración ese nuevo contexto significativo y operativo de las fuentes 
jurídicas» [en Pérez Luño, a. e., Las fuentes del Derecho y su problemática actual, 
en Barranco avilés, M. c. y otros (coords.): Perspectivas actuales de las fuentes 
del Derecho, dykinson, Madrid, 2011, p. 52.]. 

 4 Vid., entre otros, navarro, P. e., La eficacia del Derecho, centro de estudios 
constitucionales, Madrid, 1990. asimismo, sobre la mutabilidad de la naturaleza del 
derecho, vid entre otros, raz, j., «¿Puede haber una Teoría del Derecho?», en raz, 
j., alexy, r. y Bulyguin, e., Una discusión sobre la teoría del Derecho, Marcial 
Pons, Madrid, 2007, especialmente pp. 57 y ss.
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atribuyen las notas de unidad, coherencia y plenitud». características 
que hacen que «el derecho en su conjunto sea un ordenamiento, esto 
es, un ente nuevo, diferente de cada una de las normas que lo 
componen» 5. si bien es cierto, que estas notas características de la 
concepción del derecho como sistema son «de difícil realización 
práctica» 6, no hay que olvidar que la noción de sistema jurídico cum-
ple una importante función metodológica en orden a servir de instru-
mento para el análisis del fenómeno jurídico. como recoge Pérez 
Luño, la idea de ordenamiento como sistema puede explicar la exis-
tencia del derecho, nos permite comprender lo que el derecho es y, 
finalmente, a través de «la idea de ordenamiento jurídico como siste-
ma se puede conocer lo que es derecho» 7. Pues, cuando hablamos de 
sistema jurídico damos cuenta de la naturaleza específica del dere-
cho. a través de un debate «en términos de sistema y en torno a nocio-
nes como clausura, comunicación, normatividad, autonomía, inter-
cambios, y operatividad» 8, podemos explicar de su naturaleza. Por 
otra parte, las exigencias de unidad y coherencia del sistema determi-
narán la necesidad de interpretar sistemáticamente las normas que lo 
componen. La primera consecuencia del carácter sistemático del orde-
namiento jurídico será la exigencia de «solventar las antinomias y 
contradicciones que puedan aparecer» 9. igualmente, la concepción de 
sistema, superadora de las tesis tradicionales que definen el concepto 
de sistema a partir de las normas jurídicas, permite mediante la noción 
de pertenencia definir las normas jurídicas que integran el sistema y 
«la ventaja más evidente que se deriva de la consideración sistemática 
del derecho consiste en que permite solucionar de forma satisfactoria 
la cuestión de la identificación de sus componentes» 10.  

 5 Bobbio, n., El positivismo jurídico, trad. de rafael de asís y andrea Greppi, 
debate, Madrid, 1993, p. 202.

 6 de asís roig, r., Jueces y normas. La decisión judicial desde el Ordenamien-
to, Marcial Pons, Madrid, 1995, p. 23. 

 7 Pérez Luño, a. e., Teoría del Derecho. Una concepción de la experiencia 
jurídica, sexta edición, Tecnos, Madrid, 2007, p. 203.

igualmente, señala Prieto sanchís, que la idea del sistema y del legislador racio-
nal cumple una importante función, obligando a interpretar y a aplicar el derecho con 
arreglo a la exigencia de racionalidad «que implica que entre todos los ingredientes 
que forman el ordenamiento existe una unidad sistemática: no es el Derecho en sí 
quien aparece como sistema, sino el Derecho en cuanto que examinado como conjun-
to de normas unidas y entrelazadas». Pérez sanchís, L., Sobre principios y normas. 
Problemas del razonamiento jurídico, centro de estudios constitucionales, Madrid, 
1992, p. 184.

 8 arnaud, a. j. y Fariñas dulce, M. j., Sistemas jurídicos: elementos para un 
análisis sociológico, Universidad carlos iii de Madrid-Boletín oficial del estado, 
Madrid, 1996, p. 244.

 9 julve Herranz, B. y Fuertes Biarge, M.ª T., Interpretación sistemática, en 
calvo García (ed.): Interpretación y argumentación jurídica, Prensas Universitarias 
de Zaragoza, 1995, p. 36.

 10 cuenca Gómez, P., El sistema jurídico como sistema normativo mixto. La 
importancia de los contenidos materiales en la validez jurídica, dykinson – instituto 
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son varias las ideas de sistema que podemos utilizar 11 y, por otro 
lado, los sistemas jurídicos son una subclase de los sistemas normati-
vos y ello hace más compleja la tarea de esclarecer su naturaleza a 
partir de sus propiedades (institucionalización, coactividad, normati-
vidad, organización jerárquica, etc.). Las distintas explicaciones de 
dichas propiedades determinarán «la reconstrucción de distintos con-
ceptos de sistema jurídico» 12. 

ahora bien, para poder abordar la cuestión de cuál es la incidencia 
del derecho de la Unión europea en el sistema de fuentes de los esta-
dos miembros, resulta necesario ofrecer una definición de partida del 
sistema jurídico, así como una concreción de sus rasgos característi-
cos. el sistema jurídico puede ser definido con rafael de asís como 
«un conjunto de normas jurídicas (creadas por y creadoras de institu-
ciones), y sus derivaciones lógicas, existentes en un determinado 
momento, susceptible de ser descompuesto en subsistemas» 13. res-
pecto de sus rasgos, los sistemas jurídicos se caracterizan por las notas 
de unidad, coherencia y plenitud, ya que la sistematicidad, «en cuanto 
conjunto o combinación de elementos ordenado en cierta disposición 
y unidad de sentido» 14, se encuentra en relación necesaria con la idea 
de consistencia, entendida como ausencia de contradicciones. en la 
mayoría de las definiciones de sistema hay dos notas que se repiten: el 
orden y la unidad. La noción de orden se refiere a la exigencia de «una 
coherencia interna racionalmente captable, es decir, fundada en la 
misma cosa» 15, mientras que la unidad ha de reconducirse a unos 
pocos y determinantes principios básicos. 

Por otra parte, debemos detenernos en el análisis de qué y cuáles 
son las fuentes del derecho; pues tiene un evidente interés práctico 
«manejar una concepción del derecho como sistema de normas míni-
mamente determinado» 16. como señala, entre otros Pérez Luño, la 
polisemia del término «fuente» ha sido responsable de multitud de 
equívocos, pues la «multivocidad del término “fuente” en el lenguaje 

de derechos humanos «Bartolomé de las casas», Universidad carlos iii de Madrid, 
Madrid, 2008, p. 1. 

 11 a este respecto, resulta clásico recoger el análisis de Tarello quien distingue 
seis significados de sistema jurídico. Vid. Tarello, G., Cultura guiridica e política 
del diritto, ed. il Mulino, Bolonia, 1988, p. 164 y ss.

 12 Moreso, j. j. y navarro, P. e., Orden jurídico y sistema jurídico. Una inves-
tigación sobre la identidad y la dinámica de los sistemas jurídicos, centro de estu-
dios constitucionales, Madrid, 1993, p. 27.

 13 de asís roig, r., Jueces y normas. La decisión judicial desde el Ordenamien-
to, ob. cit., p. 22.

 14 ruiz sanz, M., La construcción coherente del Derecho, dykinson – instituto 
de derechos humanos «Bartolomé de las casas», Universidad carlos iii de Madrid, 
Madrid, 2009, p. 30.

 15 canaris, c-W., El sistema en la jurisprudencia, trad. de juan antonio García 
amado, Fundación cultural del notariado, Madrid, 1998, p. 20. 

 16  de asís roig, r., El juez y la motivación en el Derecho, cuadernos de dere-
chos Humanos, dykinson-Universidad carlos iii de Madrid, Madrid, 2005, p. 61.
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natural, se traduce en abierta equivocidad al ser trasplantado a los 
dominios de lo jurídico» 17. con Bobbio, podemos definir las fuentes 
del derecho como los hechos o actos a los que «un determinado orde-
namiento jurídico atribuye idoneidad o capacidad para la producción 
de normas jurídicas» 18. es decir, son los modos de producir normas 
jurídicas, aquellos procedimientos o hechos establecidos y reconoci-
dos como válidos para crear normas jurídicas. 

desde un punto de vista técnico-jurídico para conceptualizar las 
fuentes del derecho, ha de partirse del concepto formal de fuente refe-
rido a «aquellas normas jurídicas que determinan el órgano competen-
te y el procedimiento a través del cual se crean las normas jurídicas» 19. 
esta aproximación supone considerar las fuentes desde un punto de 
vista interno al propio ordenamiento jurídico, en el sentido de que 
para analizar la cuestión de la creación de las normas jurídicas sólo se 
tendrán en cuenta los factores jurídicos, que proporciona el propio 
sistema. Por contraposición a esta categoría de fuentes formales, sue-
len identificarse las denominadas fuentes materiales que harían refe-
rencia a «todos los factores extrajurídicos que inciden sobre la crea-
ción de las normas jurídicas» 20. desde este punto de vista, ha de 
señalarse que la estructura del sistema de fuentes vendrá determinada 
por la existencia de un conjunto de normas de segundo grado o meta-
normas, normas secundarias según la terminología de Hart 21, que esta-
blecen los procedimientos para crear o reconocer normas jurídicas. 
Pues, obviamente, para que un procedimiento o un acto cree una 
norma, habrán de estar previstos en otra norma del sistema y esta 
norma será de un nivel diferente a las creadas por ella. 

Por otra parte, resulta útil detenerse en la distinción entre actos 
jurídicos y fuentes-acto. Los primeros presuponen una regla que con-
fiere poderes a determinados sujetos para que, a través de la realiza-
ción de ciertas acciones, produzcan determinados resultados institu-
cionales. Las fuentes-acto hacen referencia a la regla de competencia 
«a la regla que confiere poderes; autoridades, a los sujetos titulares de 
esos poderes; y disposiciones jurídicas, documentos normativos dota-
dos de autoridad o fuentes del derecho, a los resultados 
institucionales» 22. además, en los sistemas jurídicos que han alcanza-

 17 Pérez Luño, a. e., El desbordamiento de las fuentes del Derecho, ob. cit., 
p. 14.

 18 Bobbio, n., El positivismo jurídico, ob. cit., p. 169.
 19 López ruiz, F., Sistema jurídico, interpretación y criterios de producción 

normativa, derechos y Libertades, revista del instituto Bartolomé de las casas, 
núm. 2, 1994, p. 247.

 20 aguiló regla, j., Teoría general de las fuentes del Derecho (y del orden 
jurídico), segunda edición, ariel, Barcelona, 2008, p. 40.

 21 Hart, H.L.a., El concepto de Derecho, trad. de Genaro r. carrión, segunda 
edición, abeledo-Perrot, Buenos aires, 1992.

 22 aguiló regla, j., Teoría general de las fuentes del Derecho (y del orden 
jurídico), ob. cit., p. 72.
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do un cierto nivel de desarrollo, la autoridad comprende no sólo al 
sujeto normativo, sino que incluye también los procedimientos. es 
decir, «la autoridad de un resultado normativo proviene de que cierto 
sujeto haya seguido un determinado procedimiento» 23. Pero, los siste-
mas jurídicos desarrollados se caracterizan por reconocer más de una 
fuente de producción del derecho y la distribución de poderes norma-
tivos tiene una dimensión formal, pero también otras dimensiones, 
como son la territorial, la material o la personal. esta distribución de 
poderes normativos se explica a través de la noción de delegación y 
así puede afirmarse que se delega poder en una autoridad para que 
mediante la producción de determinados resultados institucionales, 
las fuentes-acto (competencia formal) regulen ciertas materias (com-
petencia material) 24. así, parte del derecho «consiste en nuevas nor-
mas de competencia que constituyen nuevas autoridades, las que a su 
vez pueden ser competentes para establecer otras autoridades» 25. es 
más, en los ordenamientos contemporáneos esa parte del derecho 
cobra una gran importancia, resultando imprescindible la delegación 
de poderes puesto que, «por su multiplicidad y heterogeneidad, las 
normas jurídicas que requiere una sociedad avanzada para su funcio-
namiento cubren un campo tan extenso que es imprescindible un sis-
tema plural de fuentes» 26.

ii. sisTeMa de norMas Y PrinciPios deL derecHo 
coMUniTario: sU reLación con Los ordenaMien-
Tos inTernos

La Unión europea es un organismo supraestatal autónomo que 
ejerce determinados poderes que han sido previamente cedidos por los 
estados miembros que la integran. La primera nota característica 
importante que hay que señalar es que las competencias de la Unión 
europea son de simple atribución 27, ya que la cesión de soberanía es 

 23 Ibidem, p. 73.
 24 Ibidem, p. 79. igualmente, alf ross señalaba que las normas de derecho legis-

lado reciben su autoridad de las normas de competencia que definen las condiciones 
bajo las cuales la sanción tendrá fuerza legal. estas condiciones son de dos clases. en 
primer lugar, formales de competencia, que definen el procedimiento para la sanción 
de la norma, incluyendo la identificación de los sujetos calificados para adoptar los 
distintos procedimientos. el segundo grupo lo integran las condiciones materiales, 
que «definen el objeto o contenido de la norma que puede ser sancionada mediante el 
procedimiento indicado». en ross, a., Sobre el Derecho y la Justicia, tercera edición, 
eudeba, Buenos aires, 2005, p. 109 y 110.

 25 ross, a., Sobre el Derecho y la Justicia, ob. cit., p. 110.
 26 Pérez Luño, a. e., Teoría del Derecho. Una concepción de la experiencia 

jurídica, ob. cit., 207.
 27 García de enterría, e. y Fernández, T. r., Curso de Derecho Administra-

tivo I, undécima edición, civitas, Madrid, 2002, p. 154.
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limitada. Las relaciones entre el derecho comunitario y los ordena-
mientos internos de los estados miembros se rigen por los principios 
de atribución, subsidiariedad y proporcionalidad. de acuerdo con el 
principio de atribución, la Unión europea deberá actuar dentro de los 
límites de las competencias que le atribuyen los estados miembros en 
los Tratados para lograr los objetivos establecidos en los mismos. el 
contenido y la forma de la acción de la Unión no podrá exceder de lo 
necesario para alcanzar esos objetivos, en virtud del principio de pro-
porcionalidad. Las competencias que los Tratados no atribuyan a la 
Unión corresponderán a los estados miembros. no obstante, aún en 
los ámbitos que no son de su competencia, la Unión europea podrá 
intervenir cuando «los objetivos de la acción pretendida no puedan ser 
alcanzados de manera suficiente por los estados miembros, ni a nivel 
central ni a nivel regional y local, sino que puedan alcanzarse mejor, 
debido a la dimensión o a los efectos de la acción pretendida, a escala 
de la Unión» 28. en este caso, los Parlamentos nacionales velarán por 
el respeto del principio de subsidiariedad. 

en el caso español, esa atribución competencial se produjo de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 93 de la constitución. a tra-
vés de esta norma, la constitución dejó abierto el camino para que el 
estado español cediese competencias legislativas, ejecutivas y judi-
ciales, permitiendo que un derecho supranacional, con incidencia 
directa en los ciudadanos desde el momento mismo de nuestra inte-
gración en las comunidades europeas «sin necesidad de proceder a 
ningún ajuste ulterior, ni de pasar por el intermedio de ningún meca-
nismo interno de conversión» 29, condicionase nuestro ordenamiento 
jurídico. así, como consecuencia del Tratado de adhesión de españa 
a la cee, «españa recibe de lleno el acervo comunitario, al que se le 
da carácter preferente sobre el derecho interno» 30 al igual que ocurre 
con todo el derecho comunitario posterior.

Uno de los rasgos de la naturaleza de la integración europea que 
primeramente fue destacado por el Tribunal de justicia de la comuni-
dad europa (Tjce) es el de «su caracterización como ordenamiento 
jurídico conceptualmente autónomo» 31. en su sentencia de 5 de febre-
ro de 1963, asunto Van Gend & Loos, el Tjce afirmó que:

«la comunidad constituye un nuevo ordenamiento jurídico de dere-
cho internacional, a favor del cual los estados miembros han limita-

 28 artículo 5 del Tratado de la Unión europea en su versión consolidada.
 29 García de enterría, e. y Fernández, T. r., Curso de Derecho Administra-

tivo I, p. 153.
 30 Martín-retortillo Baquer, L., La interconexión de los ordenamientos 

jurídicos y el sistema de fuentes del Derecho, real academia de jurisprudencia y 
Legislación, Madrid, 2004, p. 48. 

 31 alonso García, r., Sentencias básicas del Tribunal de Justicia de las Comu-
nidades Europeas, segunda edición, centro de estudios Políticos y constitucionales 
– Boletín oficial del estado, Madrid, 2003, p. 15. 
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do sus soberanía, si bien en un ámbito restringido, y cuyos sujetos 
son, no sólo los estados miembros, sino también sus nacionales.»

en esa misma sentencia, el Tjce caracterizó al derecho comunita-
rio como un derecho autónomo respecto de los ordenamientos nacio-
nales del los estados miembros, que crea tanto obligaciones como 
derechos para los ciudadanos de esos estados, que se incorporan a su 
patrimonio jurídico. Tales derechos nacerían, no sólo directamente 
cuando el Tratado los atribuye explícitamente, sino también «en razón 
de obligaciones que el Tratado impone de manera perfectamente defi-
nida tanto a los particulares como a los estados miembros y a las ins-
tituciones comunitarias» 32. sobre esta cuestión insistiría un año más 
tarde en su sentencia de 15 de julio de 1964, asunto Flaminio costa, 
reiterando la autonomía del derecho comunitario:

«a diferencia de los Tratados internacionales ordinarios, el Tratado 
cee creó un ordenamiento jurídico propio, integrado en el sistema 
jurídico de los estados miembros desde la entrada en vigor del Tra-
tado y que vincula a sus órganos jurisdiccionales;
que, en efecto, al instituir una comunidad de duración indefinida, 
dotada de instituciones propias, de personalidad, de capacidad jurí-
dica, de capacidad de representación internacional y, más en parti-
cular, de poderes reales derivados de una limitación de competencia 
o de una transferencia de atribuciones de los estados a la comuni-
dad, éstos han limitado su soberanía, aunque en materias específi-
cas, y han creado así un cuerpo normativo aplicable a sus nacionales 
y a sí mismos.»

como consecuencia de ello, señalará el Tribunal, esta integración 
en el derecho de cada estado miembro de disposiciones normativas 
procedentes de fuentes comunitarias hace imposible que los estados 
hagan prevalecer frente al ordenamiento jurídico comunitario, «una 
medida unilateral posterior, que no puede, por tanto, oponerse a dicho 
ordenamiento».  

recapitulando, la Unión europea y el derecho que crea constitu-
yen un ordenamiento jurídico sui generis, distinto del ordenamiento 
internacional y de los ordenamientos de los estados miembros. no 
obstante, este particular ordenamiento se integraría en los sistemas 
jurídicos nacionales. el derecho comunitario forma parte del dere-
cho de los estados miembros, «constituye derecho propio de cada 
uno de ellos, en la misma medida que el derecho creado por los órga-
nos constitucionales de cada estado» 33. Que el ordenamiento comuni-
tario sea autónomo significa, desde una perspectiva institucional o 
estructural, que la Unión está dotada de personalidad jurídica, cuenta 

 32 sTjce de 5 de febrero de 1963, asunto Van Gend & Loos.
 33 García de enterría, e. y Fernández, T. r., Curso de Derecho Administra-

tivo I, ob. cit., p. 157.
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con sus propias instituciones, con poderes normativos y ejecutivos 
propios, conforme a sus propias reglas procedimentales y sustantivas 
y, en último término, se encuentra bajo su propio control jurisdiccio-
nal, integrado por el Tribunal de Primera instancia 34 y el Tribunal de 
justicia. esta autonomía, desde un punto de vista sustantivo, «se tra-
duce en un conjunto de principios propios, que presiden sus relaciones 
con los ordenamientos nacionales» 35: primacía, eficacia y aplicabili-
dad directa, seguridad jurídica y principio de responsabilidad de los 
estados miembros frente a los particulares por infracción del derecho 
comunitario.

el sistema de normas de la Unión europea puede dividirse entre 
normas originarias –los Tratados constitutivos y las normas convencio-
nales que los han ido modificando– y normas derivadas, que formarían 
«un conjunto de modos de instrumentación jurídica con fundamento en 
la norma constitutiva» 36. La mayoría de estas normas derivadas provie-
ne del sistema de atribución de competencias recogido en el derecho 
originario, que constituye la esencia misma del modelo, otorgando «al 
sistema institucional los poderes jurídicos necesarios para la consecu-
ción de los fines y objetivos establecidos en la norma originaria» 37. Los 
diferentes tipos de competencias, exclusivas o compartidas, se instru-
mentalizan, fundamentalmente a través de los denominados «actos 
típicos»: reglamentos, directivas y decisiones. de entre ellos, las for-
mas normativas que mayor impacto tienen en los ordenamientos inter-
nos de los estados miembros son el reglamento y la directiva. el pri-
mero «es, sin duda, el acto institucional de mayor potencia normativa» 38 
y por ello se utiliza para regular las materias sobre las que la Unión 
europea tiene atribuida amplias competencias de intervención. el 
reglamento comunitario se caracteriza por ser obligatorio en todos sus 
elementos y directamente aplicable, es decir, produce por sí mismo 
efectos jurídicos en los sistemas jurídicos internos, sin que sea necesa-
ria la asistencia o su desarrollo por normas estatales. 

a diferencia de los reglamentos, las directivas carecen por defini-
ción de aplicabilidad directa y, como consecuencia de ello, de efecto 
directo. La directiva impone a los estados una obligación de resulta-
do, pero que va más allá de una simple consecución en abstracto de 
ese resultado, «sino que impone a los estados la obligación de adoptar 
las medidas nacionales necesarias para alcanzar dicho resultado» 39, 

 34 Tribunal, que desde el Tratado de Lisboa, se denomina Tribunal General.
 35 alonso García, r., Sentencias básicas del Tribunal de Justicia de las Comu-

nidades Europeas, ob. cit., p. 16. 
 36 Mangas Martín, a. y Liñán nogueras, d. j., Instituciones y Derecho de la 

Unión Europea, quinta edición, Tecnos, Madrid, 2005, p. 335.
 37 Ibidem.
 38 Pérez de las Heras, B., Hacia un Derecho Común en la Unión Europea, 

dykinson, Madrid, 2003, p.  19.
 39 Mangas Martín, a. y Liñán nogueras, d. j., Instituciones y Derecho de la 

Unión Europea, ob. cit., p. 367. 
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pero con libertad de elección de la forma y los medios. no obstante, 
también la directiva es susceptible de producir efecto directo cuando 
haya sido transpuesta incorrectamente o no lo haya sido dentro del 
plazo prescrito en la propia norma comunitaria. 40 no obstante, «se 
trata de un “efecto directo vertical”, ya que se contempla en la rela-
ción del particular frente al estado» 41, pero no en sentido contrario, ya 
que el estado incumplidor, «no puede invocar, frente a los particulares 
su propio incumplimiento de las obligaciones que ésta (la directiva) 
implica» 42. 

Las decisiones pueden ir dirigidas, tanto a un particular, como a un 
estado o estados. se caracterizan por ser obligatorias en todos sus 
elementos, tanto en la forma, como en los medios y el resultado.

aunque recogidas tan someramente las fuentes principales y los 
principios del derecho de la Unión europea, considero que será sufi-
ciente para poder ir adelantando alguna de las consecuencias que se 
producen en relación con los sistemas jurídicos nacionales. en primer 
lugar, debe señalarse que la integración europea ha supuesto en la 
práctica para los parlamentos nacionales, entre ellos también el espa-
ñol, una subordinación a órganos dotados de una potestad legislativa 
de superior rango. Pero esta transcendencia es mayor, si tenemos en 
cuenta que la mayoría de la producción legislativa de la Unión euro-
pea no procede del Parlamento europeo y queda generalmente fuera 
del control y de la posibilidad de intervención por parte de los parla-
mentos nacionales en su fase de elaboración. Pues y aunque las for-
mas de producción normativa comunitaria son muy diversas, tanto el 
derecho originario, como el derecho derivado, tienen primacía o pre-
ferencia de aplicación sobre el derecho interno, como resultado de la 
cesión de soberanía realizada. ese derecho además, en muchos casos, 
tiene eficacia directa y crea derechos y obligaciones para los ciudada-
nos de los estados miembros y, claro está, también la correlativa obli-
gación de los tribunales estatales de aplicar esas normas 43. 

Por otra parte, puede afirmarse que, desde una perspectiva estruc-
tural o institucional, el sistema de integración comunitario requiere, 
verticalmente, el ser complementado por los estados miembros, «aso-
ciados al proceso normativo comunitario a través de la intervención de 
las autoridades públicas nacionales en ejecución de las normas ema-
nadas de las instituciones comunitarias, eliminando el derecho nacio-
nal incompatible con ellas e integrando aquellas normas comunitarias 
carentes de naturaleza self-executing» 44. en este contexto, se hace 

 40 en este sentido, la sTjce de 19 de enero de 1982, asunto Ursula Becker.
 41 Mangas Martín, a. y Liñán nogueras, d. j., Instituciones y Derecho de la 

Unión Europea, ob. cit., p. 370.
 42 sTjce de 19 de enero de 1982, asunto Ursula Becker.
 43 calvo García, M., Teoría del Derecho, ob. cit., p. 127.
 44 alonso García, r., Sentencias básicas del Tribunal de Justicia de las Comu-

nidades Europeas, ob. cit., p. 16.
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patente una permanente interacción jurídica de los derechos de los 
estados miembros con el comunitario. Los sistemas jurídicos nacio-
nales no sólo no son ajenos a las reglas de funcionamiento de las ins-
tituciones comunitarias, sino que «participan como fuente de inspira-
ción de la que surgen principios europeos, en unos casos positivizados, 
en otros casos consagrados vía pretoriana» por el Tjce 45. Por ejem-
plo, a partir de la sentencia Stauder 46, dando un giro a su jurispruden-
cia anterior y para frenar la rebelión iniciada por algunos Tribunales 
constitucionales nacionales 47, el Tjce incorpora al derecho comuni-
tario la protección de los derechos fundamentales por la vía de los 
principios generales del derecho comunitario. su jurisprudencia pos-
terior, supondría un perfeccionamiento metodológico y una clarifica-
ción de las fuentes de las que el Tjce se valdría para colmar las lagu-
nas existentes en el derecho comunitario respecto de los derechos 
fundamentales. estas serán principalmente las tradiciones constitucio-
nales comunes de los estados miembros y los instrumentos interna-
cionales de protección de los derechos humanos a los que los estados 
miembros se han adherido, especialmente el convenio europeo de 
Protección de los derechos Humanos y Libertades Fundamentales 48. 
Por lo tanto, no solamente el ordenamiento comunitario influye deci-
sivamente en los derechos internos de los estados miembros sino que, 
a su vez, éstos han influido en el derecho de la Unión europea, inclu-
so a través de la remisión que el Tribunal de justicia ha hecho a los 
propios derechos nacionales 49.

otra cuestión que ha de tenerse en cuenta es que no sólo las nor-
mas infraconstitucionales de los estados miembros resultan afectadas 
y, en su caso, desplazadas por las normas de derecho comunitario. el 

 45 Ibidem, p. 17.
 46 sentencia de 12 de noviembre de 1969.
 47 a los Tribunales constitucionales italiano y alemán les resultó difícil aceptar 

la validez jurídica de las normas comunitarias limitativas de los derechos fundamen-
tales de sus ciudadanos, garantizados por las constituciones nacionales (vid. la senten-
cia de Tribunal constitucional italiano de 27 de diciembre de 1973 –caso Frontini– y 
la del Tribunal constitucional de la república Federal alemana de 29 de mayo de 
1974 –solange i–).  

 48 Para el Tjce, el convenio europeo de derechos Humanos tiene una singular 
importancia: su importancia es mucho mayor que la de cualquier otro tratado interna-
cional, hasta el punto de que a juicio del Tjce no pueden admitirse en la Unión eu-
ropea medidas incompatibles con el respeto de los derechos humanos reconocidos y 
garantizados por éste. así entre otras, sentencia de 18 de diciembre de 1997 (caso 
annibaldi). esto no significa, sin embargo que el convenio devenga en una fuente 
directa de derecho comunitario, ya que para ello, la Unión europea tendría que ser 
parte en el convenio. sobre estas cuestiones vid. chueca sancho, a.G., «Por una 
Europa de los derechos humanos: la adhesión de la Unión Europea al Convenio 
Europeo de Derechos Humanos», en Fernández sola, n. (coord.): Unión Europea 
y derechos fundamentales en perspectiva constitucional, dykinson, Madrid, 2004, 
pp. 45 y ss.

 49 Vid. alonso García, r., derecho comunitario y derechos nacionales: autono-
mía, integración e interacción, ob. cit., pp. 183 y ss.



352 Ana Garriga Domínguez

aFd, 2013 (XXiX), pp. 341-366, issn: 0518-0872

paulatino y cada vez más intenso proceso de integración europea, ha 
ido produciendo una modificación sustancial del régimen establecido 
por las constituciones de los estados miembros, teniendo lugar una 
«verdadera suplantación de la reserva constitucional a la Ley interna 
de determinadas materias» 50, que son ocupadas por normas del dere-
cho de la Unión europea, sustituyendo la función normativa del dere-
cho interno.

Ya se ha tratado como los principios de primacía y efecto directo 
del derecho comunitario suponen el desplazamiento del derecho 
interno, pero debe destacarse igualmente que la aplicación de estos 
principios producen una consecuencia muy relevante en la práctica: 
«la alteración de la posición y la función constitucionales del juez, 
que lo es, además y de modo indirecto, del derecho comunitario 
europeo» 51. de manera reiterada, el Tribunal de justicia de la Unión 
europea ha venido estableciendo que las normas de derecho interno 
contrarias al derecho comunitario han de ser inaplicadas, lo que supo-
ne una modificación de los criterios formales, pero sobre todo mate-
riales de la validez normativa. en la sTjce de 9 de marzo de 1978, 
asunto simmenthal, se establece que el principio de primacía del 
derecho comunitario sobre los ordenamientos nacionales de los esta-
dos miembros hace, no solamente inaplicable de pleno derecho, por el 
hecho mismo de la entrada en vigor de las normas comunitarias, toda 
disposición de la legislación nacional existente que sea contraria a las 
mismas, sino también, impide «la formación válida de nuevos actos 
legislativos nacionales en la medida en que sean incompatibles con las 
normas comunitarias».

así pues, y como consecuencia del principio de primacía, señala 
Luciano Parejo, el juicio de constitucionalidad que pueda realizarse 
sobre cada Tratado que pretenda firmarse y ratificarse en el proceso de 
integración supranacional, «representa la única ocasión en que la 
constitución del estado miembro sirve efectivamente de criterio de 
decisión» 52. Ulteriormente, cuando el Tratado ha entrado en vigor, el 
órgano a quien va a corresponder la competencia para efectuar el jui-
cio de validez y por tanto de inaplicabilidad de las normas de derecho 
interno corresponderá al Tjce y el papel del juez nacional se reducirá 
al de un mero colaborador de éste. Pero, no se verá alterada únicamen-
te la posición del juez nacional, «sino que de una forma parecida se ve 
afectado el equilibrio constitucional interno del las administraciones 
territoriales» 53. La relación de interferencia entre el derecho comuni-
tario y el español se caracteriza por el desplazamiento del derecho 

 50 Parejo alfonso, L., Las mutaciones constitucionales. Algunos ejemplos 
extraídos de la experiencia española y europea, en aa.VV.: Libro homenaje al profe-
sor Gregorio Peces-Barba Martínez, volumen i, p. 884.

 51 Ibidem.
 52 Ibidem, p. 887.
 53 Ibidem.
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interno y la aceptación automática del derecho de la Unión europea; 
el derecho comunitario pasa a ser derecho interno y, aunque cada 
nuevo Tratado ha de ser aprobado por el Parlamento español, el dere-
cho derivado se nos impone automáticamente.

así se desprende de la doctrina del Tribunal constitucional. el 
artículo 93 ce se configura como el soporte constitucional básico de 
ordenamientos distintos del español a través de la cesión del ejercicio 
de competencias constitucionales, que deben coexistir con el español 
y aunque se trate de ordenamientos autónomos en origen. Una vez 
producida la integración, «la constitución no es ya el marco de vali-
dez de las normas comunitarias, sino el propio Tratado cuya celebra-
ción instrumenta la operación soberana de cesión del ejercicio de 
competencias derivadas de aquélla, si bien la constitución exige que 
el ordenamiento aceptado como consecuencia de la cesión sea com-
patible con sus principios y valores básicos» 54.  

iii. La Unidad Y La coHerencia deL sisTeMa jUrÍdico

como hemos visto, resulta patente que los ordenamientos jurídicos 
actuales son cada vez más complejos, a lo que contribuye muy decisi-
vamente la paulatina y progresiva integración europea con un flujo 
normativo heterogéneo, constante e incesante. ello, como también se 
ha señalado, afecta decididamente al sistema interno de fuentes de los 
estados miembros y que determinan, sino la crisis del derecho esta-
tal, al menos su desplazamiento en muchos casos. esta supraestatali-
dad normativa y la consiguiente aparición de nuevos poderes normati-
vos exigen, como contrapartida, la aceptación por parte de los estados 
miembros de unas reglas jurídicas determinadas por la organización 
supranacional, produciéndose un desajuste entre las fuentes del dere-
cho interno y del derecho comunitario 55. en esta coyuntura el proble-
ma de las fuentes reside más que en su sistematización en su «resiste-
matización en un nuevo orden que dé cuenta de las relaciones entre los 
nuevos tipos de normas» 56. 

La interacción entre ordenamientos y la consiguiente alteración del 
sistema de fuentes exige reajustes en el seno del sistema, pero de ello 

 54 declaración del Pleno del Tribunal constitucional 1/2004, de 13 de diciembre 
de 2004. requerimiento 6603-2004. Formulado por el Gobierno de la nación, acerca 
de la constitucionalidad de los artículos i-6, ii-111 y ii-112 del Tratado por el que se 
establece una constitución para europa, firmado en roma el 29 de octubre de 2004. 
constitución española al repetido Tratado internacional. Boe núm. 3, de 4 de enero 
de 2005.

 55 Pérez Luño, a. e., El desbordamiento de las fuentes del Derecho, ob. cit., 
p. 76 y ss.

 56 Pérez sanchís, L. y otros: Lecciones de Teoría del Derecho, MacGraw Hill, 
Madrid, 1997, p. 204.
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no se derivará necesariamente una modificación de los rasgos básicos 
del sistema: la coherencia y la unidad. si partimos de la idea de una 
ingente cantidad y de diversa procedencia de normas lo primero que 
hemos de indagar es dónde descansa la unidad del ordenamiento jurí-
dico. ¿Qué es lo que unifica en un mismo ordenamiento a esas normas 
válidas? 

La unidad del ordenamiento viene articulada por un tipo de normas 
que determinan los elementos que componen el sistema jurídico, las 
normas que establecen la forma de producción de otras normas y que 
proporcionan los criterios de pertenencia al ordenamiento. Las nor-
mas que regulan la producción normativa o metanormas y las normas 
que regulan la conducta imponiendo o prescribiendo que «los seres 
humanos hagan u omitan ciertas acciones, lo quieran o no» 57. 

a lo largo de la historia han ido sucediéndose diferentes explica-
ciones teóricas sobre la unidad del ordenamiento jurídico. Pero, sin 
duda las dos teorías que más influencia han tenido en el siglo XX han 
sido la de Kelsen y la de Hart. como ha señalado norberto Bobbio, es 
con Kelsen cuando por primera vez la teoría del derecho se orienta 
definitivamente hacia el estudio del ordenamiento jurídico en su con-
junto, ya que en su obra busca «el elemento característico del derecho 
en el modo como las normas a las que habitualmente damos el nombre 
de normas jurídicas se disponen y componen como sistema» 58. el sis-
tema jurídico será caracterizado como un sistema dinámico 59: las nor-
mas jurídicas son válidas si son creadas de una determinada forma 
establecida por la norma básica de ese orden jurídico 60. en la teoría de 
Hans Kelsen, la unidad del sistema jurídico descansa sobre la norma 
fundamental, «puesto que la norma fundante básica es el fundamento 
de validez de todas las normas pertenecientes a un mismo orden jurí-
dico, constituye ella la unidad dentro de la multiplicidad de esas 
normas» 61. este presupuesto lógico-transcendental es la fuente común 
de validez de todas las normas del ordenamiento jurídico. «el funda-
mento de la validez de una norma sólo puede encontrarse en la validez 
de otra norma. La norma que representa el fundamento de la validez 
de otra es caracterizada, metafóricamente, como una norma superior 

 57 Hart, H. L. a., El concepto de Derecho, ob. cit., p. 101. 
 58 Bobbio, n., Contribución a la Teoría del Derecho, segunda edición, debate, 

p. 345.
 59 La distinción entre sistema estático y sistema dinámico permite a este autor 

distinguir el derecho natural del derecho positivo, porque en último término, «en su 
dimensión ontológica la oposición estático/dinámico expresa por un lado una opción 
por un modo positivista de ver la realidad jurídica y, por ende, un rechazo al modelo 
iusnaturalista». cuenca Gómez, P., El sistema jurídico como sistema normativo 
mixto, ob. cit., p. 59.

 60 Kelsen, H., Teoría General de Derecho y del Estado, trad. de eduardo García 
Maynez, imprenta Universitaria, México, 1949, p. 137.

 61 Kelsen, H., Teoría pura del Derecho, novena edición, trad. de roberto j. Ver-
nengo, editorial Porrúa, México, 1997, p. 214.



 El sistema de normas e interconexión de sistemas jurídicos: la incidencia… 355

aFd, 2013 (XXiX), pp. 341-366, issn: 0518-0872

en relación con otra inferior» 62. La validez de cada norma jurídica 
depende de la validez de las normas jurídicas inmediatamente supe-
riores hasta llegar así a la norma suprema, a la norma fundamental, 
pues no podemos proseguir hasta el infinito. La norma fundamental 
no es válida sino que se presupone válida. Las normas del sistema 
jurídico son normas impuestas, positivas, «tienen que ser producidas 
mediante un acto de imposición» 63. Pero, la norma suprema ha de ser 
presupuesta, «dado que no puede ser impuesta por una autoridad cuya 
competencia tendría que basarse en una norma aún superior» 64. a tra-
vés de la norma fundamental, Kelsen resuelve la cuestión de qué es lo 
que permite convertir en sistema una multitud de normas, ya que 
«todas las normas cuya validez puede ser referida a una y la misma 
norma fundamental constituyen un orden o sistema normativo» 65.  

a diferencia de Kelsen, la unidad del ordenamiento en la Teoría de 
Hart no descansa en la idea de una norma hipotética fundamental, sino 
en una norma de derecho positivo que ofrece al operador jurídico los 
criterios últimos de validez y certeza jurídica: la regla de reconoci-
miento. La regla de reconocimiento «especificará alguna característi-
ca o características cuya posesión por una regla sugerida es considera-
da como una indicación afirmativa indiscutible de que se trata de una 
regla del grupo» 66. Hart reconoce que cuanto más desarrollado es un 
sistema jurídico, más complejas son las reglas de reconocimiento 67, 
identificando las reglas primarias, no exclusivamente por su referen-
cia a una lista o a un texto, sino a través de una característica o un 
rasgo general que éstas posean. La regla de reconocimiento introduce 
la idea de un sistema jurídico, «porque las reglas no son ya un conjun-
to discreto inconexo, sino que, de una manera simple (a través de la 
marca de autoridad que proporciona la regla de reconocimiento), están 
unificadas» 68. La combinación de una estructura basada en normas 
primarias y secundarias con sus reglas de cambio 69 y adjudicación y 
una regla de reconocimiento en la cúspide daría unidad a ese sistema. 
entre las reglas de cambio y de reconocimiento existe una estrecha 
conexión «porque donde existen las primeras, las últimas necesaria-
mente incorporarán una referencia a la legislación como característica 
identificatoria de las reglas» 70. Las reglas de adjudicación permiten 

 62 Ibidem, p. 201.
 63 López ruiz, F., Fuentes del Derecho y ordenamientos jurídicos, Tirant lo 

Blanch, Valencia, 1997, p. 61.
 64 Ibidem, p. 202.
 65 Kelsen, H., Teoría General de Derecho y del Estado, ob. cit., p. 114.
 66 Hart, H. L. a., El concepto de Derecho, ob. cit., p. 117.
 67 Ibidem, p. 126.
 68 Ibidem, p. 118.
 69 aquella que faculta a una persona o a un grupo de personas a introducir nuevas 

reglas primarias y a dejar sin efecto las reglas anteriores. es decir, son aquéllas que 
establecen quién y cómo se han de crear nuevas normas primarias.

 70 Hart, H. L. a., El concepto de Derecho, ob. cit., p. 119.
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determinar a las personas que pueden juzgar, así como los procedi-
mientos a seguir, si en una ocasión determinada se ha transgredido 
una regla primaria. al igual que otras reglas secundarias, las de adju-
dicación están íntimamente relacionadas entre ellas, pues «un sistema 
que tiene reglas de adjudicación está también necesariamente com-
prometido a una regla de reconocimiento» 71, aunque ésta fuera de tipo 
elemental e imperfecto.

a través de la regla de reconocimiento se introduce también la idea 
de validez jurídica, pues afirmar que una determinada regla es válida 
implica reconocer que «satisface todos los requisitos establecidos en 
la regla de reconocimiento y, por lo tanto, que es una regla del 
sistema» 72. cuando los sistemas jurídicos son muy complejos, intro-
duciendo una pluralidad de fuentes de derecho, la regla de reconoci-
miento se vuelve igualmente más compleja: los criterios de identifica-
ción son múltiples y «en la mayor parte de los casos se adoptan 
provisiones para posibles conflictos, clasificando esos criterios en 
orden de subordinación y primacía relativas» 73.

en el sistema jurídico español, la unidad del sistema vendría dada 
por la constitución. La constitución contiene el criterio formal de 
pertenencia, ya que concreta las formas de producción normativa y los 
órganos con potestad normativa; pero, señala rafael de asís, al lado 
del criterio formal aparece un criterio material de unidad: «los valores 
superiores del artículo 1.1» 74. como ha señalado Peces-Barba, «la 
unidad del ordenamiento no se produce sólo con la perspectiva for-
mal, a través de la construcción jerárquica de las normas, en una orde-
nación de normas que crean poderes y de poderes que crean normas, 
sino también con la perspectiva material de unas normas conformes 
con los valores superiores» 75. 

 71 Ibidem, p. 120.
 72 Ibidem, p. 129.
 73 Ibidem, p. 126.
 74 de asís roig, r., Jueces y normas, ob. cit., p. 26.
 75 Peces-Barba Martínez, G., los valores superiores, Tecnos, Madrid, 1984, 

p. 94.
el derecho originario comunitario no contiene una norma semejante a la que en 

el ordenamiento español recoge los valores superiores. como es sobradamente cono-
cido, el sistema de protección de los derechos fundamentales de la Unión europea ha 
estado basado tradicionalmente en el activismo judicial, se trata de un modelo preto-
riano de protección. no obstante, desde el Tratado ámsterdam se producen avances, 
al menos desde una perspectiva política en esta materia. el Tratado de la Unión euro-
pea, modificado por el de ámsterdam, declara expresamente que los derechos huma-
nos se encuentran entre los principios comunes a todos los estados miembros de la 
Unión, en los que ésta se basa. se afirma igualmente que Unión europea se basa en 
los principios de libertad, democracia, respeto a los derechos humanos y al estado de 
derecho, principios que son comunes a los estados miembros (artículo 6.1). además 
el artículo 49 de dicho Tratado convierte dichos principios en requisito de ineludible 
cumplimiento para cualquier estado que quiera ingresar en la Unión y, el artículo 7 
(modificado en niza) añade «un tímido procedimiento de control al prever que la 
violación “grave y persistente” de estos principios por un estado miembro puede con-
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La aceptación de la constitución de 1978 como norma suprema 
sería, así, el eje central de la regla de reconocimiento del sistema jurí-
dico español. «La regla de reconocimiento remite, pues, directamente 
a la constitución e indirectamente a las normas dictadas o recibidas de 
acuerdo con ella» 76. desde este punto de vista la interacción del dere-
cho comunitario en el sistema de fuentes español, no afectaría a su 
unidad. en la medida en que la constitución, en cuanto regla de reco-
nocimiento, proporcionaría tanto los criterios de identificación de nor-
mas como «la guía de conducta y un criterio de valoración para los 
particulares y para los órganos de producción y de aplicación del 
derecho» 77. 

el otro requisito o nota ideal, que caracteriza los sistemas jurídicos 
y que nos interesa evaluar en relación con la recepción del derecho 
comunitario en los ordenamientos nacionales y su incidencia en el sis-
tema de fuentes, es el de su coherencia. desde este punto de vista, el 
sistema jurídico se concibe como un conjunto ordenado y sistematiza-
do de normas que cuenta con una coherencia interna de los elementos 
que lo componen. esta concepción ideal de sistema jurídico parte de 
«la aceptación del postulado de la racionalidad del legislador» 78. 
desde estas premisas teóricas, se presume la inexistencia dentro del 
sistema de normas incompatibles o contradictorias o, en su caso, la 

llevar la suspensión de algunos derechos de índole constitucional o autonómica» 
(amenzúa amenzúa, L.c., Los derechos fundamentales en la Unión europea, 
revista de derecho (Valdivia), vol. XVi, julio de 2004, p. 11). 

Por su parte la carta de los derechos Fundamentales de la Unión europea, pro-
clamada en niza el 7 de diciembre de 2000, representa la síntesis de los valores comu-
nes de los estados miembros de la Unión europea. su objetivo se explica en el preám-
bulo: «Por ello es necesario, dotándolos de mayor presencia en una Carta, reforzar 
la protección de los derechos fundamentales a tenor de la evolución de la sociedad, 
del progreso social y de los avances científicos y tecnológicos». La carta recoge y se 
fundamenta en los valores comunes que constituyen el patrimonio moral y espiritual 
de la Unión europea, «Consciente de su patrimonio espiritual y moral, la Unión está 
fundada sobre los valores indivisibles y universales de la dignidad humana, la liber-
tad, la igualdad y la solidaridad, y se basa en los principios de la democracia y del 
Estado de Derecho». estos valores comunes beben de las tradiciones constitucionales 
de los estados miembros, en la jurisprudencia del los TedH y Tjce, así como en 
otros muchos instrumentos jurídicos internacionales como son la declaración Univer-
sal de derechos, el cedH, el convenio europeo de derechos sociales, la carta social 
europea o los Tratados constitutivos de la Ue, así como las directivas relevantes en 
materia de derechos humanos. resulta «expresiva de la voluntad de la Unión Euro-
pea de recoger de una manera clara y visible (…) los derechos fundamentales en 
vigor, los valores y principios comunes de la Unión fundada en la dignidad de la 
persona humana, la libertad, la igualdad y la solidaridad y los principios de la paz, 
la democracia y el Estado de Derecho» (rodríguez Bereijo, a., La Carta de los 
Derechos Fundamentales de la unión Europea y la protección de los derechos huma-
nos, en Fernández sola, n.(coord.): Unión Europea y derechos fundamentales en 
perspectiva constitucional, dykinson, Madrid, 2004, p. 22).

 76 atienza, M. y ruiz Manero, j., Las piezas del Derecho. Teoría de los enun-
ciados jurídicos, ariel, Barcelona, 1996, p. 154.

 77 Ibidem.
 78 García calvo, M., Teoría del Derecho, ob. cit., p. 182.
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existencia de unos criterios que permitan solucionar la posible presen-
cia de normas incompatibles, pues la propia noción de sistema no 
tolera la coexistencia de normas incompatibles entre sí, el derecho no 
tolera antinomias 79. esto es, la coherencia es un requisito esencial del 
derecho, «hasta el punto de que debe constituirse como criterio de 
identificación e incluso como elemento legitimador» 80. 

Unidad y coherencia son dos rasgos que no se identifican, pero se 
encuentran estrechamente relacionados. Para la solución del caso, no 
es tan relevante que las normas del sistema jurídico sean coherentes 
entre sí, de hecho no lo son con relativa frecuencia, sino que mediante 
ciertas operaciones pueda reconstruirse la unidad. el postulado de la 
unidad no exige ni presupone que todas las normas sean coherentes 
entre sí, sino que sea «posible hacer hablar al derecho con una sola 
voz» 81. en este sentido, cabe destacar que tanto el Tribunal de justicia 
de la Unión europea, como los Tribunales constitucionales de los 
estados miembros procuran evitar que se produzca un conflicto radi-
cal entre las exigencias derivadas del derecho comunitario y las cons-
tituciones nacionales, hipótesis de antinomia que debería «quedar 
excluida en razón de la incorporación al derecho comunitario, en 
cuanto principios generales comunes a los sistemas jurídicos de los 
estados miembros, de estos principios constitucionales, que son sus-
tancialmente comunes a los estados de la comunidad, los cuales com-
parten los mismos valores esenciales» 82.

Los ordenamientos jurídicos proporcionan los criterios para resol-
ver las incoherencias y contradicciones normativas que puedan produ-
cirse en su seno. de entre estos criterios de resolución de antinomias 
(jerarquía, cronológico, de especialidad…), en los sistemas jurídicos 
complejos adquiere una cada vez mayor importancia el criterio de 
competencia, ya que existe una gran variedad de sujetos normativos 
que concurren en la tarea de creación del derecho y «el criterio de 
competencia traduce el pluralismo de centros de poder» 83. el criterio 
de competencia tiene en cuenta la distribución de materias entre las 
distintas fuentes en un ordenamiento jurídico. Las normas jurídicas 
que distribuyen los ámbitos materiales sobre los que pueden ejercerse 
las competencias normativas, realizan una distribución horizontal. 
son normas que también condicionan la validez de los actos normati-
vos y, lógicamente, la de las disposiciones o normas creadas por 
estos 84.

 79 Bobbio, n., Teoría General del Derecho, ob. cit., p. 195 y ss.
 80 de asís roig, r., Jueces y normas, ob. cit., p. 28.
 81 agiló regla, j., Teoría general de las fuentes del Derecho, ob. cit., p. 153.
 82 ortiz Vaamonde, s., El Tribunal Constitucional ante el Derecho Comunita-

rio, revista española de derecho constitucional, número 61, enero-abril, 2001, 
p. 345.

 83 Pérez sanchís, L. y otros: Lecciones de Teoría del Derecho, ob. cit., p. 275.
 84 Ibidem.
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el principio de competencia es una regla de gran utilidad, que 
opera mediante la separación de los ámbitos materiales en los que 
deban de producirse de manera válida normas jurídicas. el principio 
de competencia implica una relación normativa indirecta que conlleva 
un deber de respeto de los ámbitos de vigencia o de un ordenamiento 
hacia los de otras normas, «deber que se fundamenta en la obediencia 
a una tercera norma (habitualmente de la constitución)» 85. Uno de los 
rasgos más relevantes del principio de competencia es que, lo verda-
deramente relevante, no es la forma que una norma reviste, sino su 
contenido. La invalidez de la norma competente no se producirá por la 
diferente posición jerárquica de las normas incompatibles, sino por el 
incumplimiento de la norma que haya realizado la distribución de 
competencias. Por otra parte, cuando se produce una antinomia como 
consecuencia de la invasión competencial de una norma por la otra, la 
invalidez de la norma competente no tiene porqué suponer la nulidad 
de la incompetente, «pues con frecuencia el resultado es, simplemen-
te, la inaplicación de la norma» 86 incompetente.

junto con el principio de competencia, las relaciones entre el dere-
cho comunitario y el español se rigen por el principio de prevalencia.  
es un principio cuyo objetivo es resolver los problemas derivados de 
la posible colisión entre normas que provengan de ordenamientos dis-
tintos. se trata de un criterio de resolución de antinomias que opera en 
el ámbito de las competencias concurrentes caracterizado porque «los 
enunciados en conflicto operan dentro de sus respectivos ámbitos 
competenciales» 87. en la relación de prevalencia, entre las normas en 
conflicto ha de existir identidad en el ámbito material de validez, esto 
es, deben regular la misma materia. este rasgo del principio de preva-
lencia es común con el principio de jerarquía y lo diferencia del com-
petencial. además, el principio de prevalencia podrá operar también 
«sobre la misma categoría normativa de regulación: al igual que en la 
relación competencial, que puede haber prevalencia entre dos normas 
de distinto o igual rango» 88, puesto que este elemento resulta irrele-
vante desde el punto de vista de la prevalencia. en virtud de este prin-
cipio el derecho interno del estado español no es derogado por la 
norma de derecho comunitario con la que entre en colisión, sino que 
simplemente es desplazado y procede su inaplicación. es decir, el 
principio de primacía del derecho comunitario no implica la aplica-
ción del principio de jerarquía y, por tanto, no tiene como consecuen-
cia la derogación de la norma del derecho interno. así lo ha estableci-

 85 López ruiz, F., Fuentes del Derecho y ordenamientos jurídicos, ob. cit., 
p. 182.

 86 Ibidem, p. 184.
 87 iturralde sesma, V., Aplicación del Derecho y justificación de la decisión 

judicial, Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, p. 170.
 88 Balaguer callejón, F., Fuentes del Derecho, Tecnos, Madrid, 1991, p. 157. 
asimismo, López ruiz, F., Fuentes del Derecho y Ordenamientos jurídicos, ob. 

cit., p. 190. 



360 Ana Garriga Domínguez

aFd, 2013 (XXiX), pp. 341-366, issn: 0518-0872

do el Tjce en su sentencia de 22 de octubre de 1998, asunto in. co. 
Ge. 90. Para el Tjce

«de la sentencia simmenthal (…) no puede deducirse que la incom-
patibilidad con el derecho comunitario de una norma de derecho 
nacional posterior produzca el efecto de determinar la inexistencia 
de ésta. ante semejante situación, el juez nacional está obligado, en 
cambio, a descartar la aplicación de esa norma, en la inteligencia de 
que esta obligación no limita la facultad de los órganos jurisdiccio-
nales nacionales competentes para aplicar, entre los distintos proce-
dimientos del ordenamiento jurídico interno, aquellos que sean 
apropiados para salvaguardar los derechos individuales reconocidos 
por el derecho comunitario.»

no obstante, el Tjce en su sentencia de 15 de octubre de 1986 89 
señala que en los supuestos de incompatibilidad del derecho interno 
con el comunitario no es suficiente que el juez nacional inaplique la 
norma interna que resulta contraria, pues corresponderá a los poderes 
públicos de suprimirla «mediante disposiciones internas de carácter 
obligatorio que tengan el mismo valor jurídico que las disposiciones 
internas que deban modificarse» 90. es decir, aunque la inaplicación de 
la norma de derecho interno incompatible, permite la aplicación pre-
ferente de la norma comunitaria «un estado miembro que mantiene en 
vigor una norma nacional contraria (...) está incumpliendo su obliga-
ción de adoptar todas las medidas necesarias para asegurar el cumpli-
miento de los Tratados y de los actos de las instituciones» 91.

el Tjce exige que los estados miembros eliminen aquellas situa-
ciones de incertidumbre derivadas de la existencia de normas en el 
derecho interno incompatibles con el europeo, pues el simple mante-
nimiento por un estado miembro de un texto contrario es, en todos los 
casos, fuente de ambigüedad y de inseguridad jurídica, constituyendo 
un incumplimiento de la obligación general de colaboración 92.

También ha señalado el Tribunal constitucional que el principio de 
primacía no debe confundirse con el de jerarquía normativa, sino que 
es una «exigencia existencial» del derecho comunitario, a fin de 
lograr en la práctica el efecto directo y la aplicación uniforme de sus 
normas en todos los estados. 

«Primacía y supremacía son categorías que se desenvuelven en 
órdenes diferenciados. aquélla, en el de la aplicación de normas 
válidas; ésta, en el de los procedimientos de normación. La supre-

 89 sTjce de 15 de octubre de 1986, comisión vs. italia, número 168/85.
 90 Vid. Fundamento jurídicos 13 y 14.
 91 Mangas Martín, a., «Relaciones entre Derecho Comunitario y Derecho 

Interno», en rodríguez iglesias, G. c. y Liñán nogueras, d. j. (dir.): El Derecho 
Comunitario Europeo y su aplicación judicial, civitas, Madrid, 1993, p. 93.

 92 Vid. el informe de la comisión de estudios del consejo de estado de 15 de 
diciembre de 2010.
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macía se sustenta en el carácter jerárquico superior de una norma y, 
por ello, es fuente de validez de las que le están infraordenadas, con 
la consecuencia, pues, de la invalidez de éstas si contravienen lo 
dispuesto imperativamente en aquélla. La primacía, en cambio, no 
se sustenta necesariamente en la jerarquía, sino en la distinción 
entre ámbitos de aplicación de diferentes normas, en principio váli-
das, de las cuales, sin embargo, una o unas de ellas tienen capacidad 
de desplazar a otras en virtud de su aplicación preferente o preva-
lente debida a diferentes razones. Toda supremacía implica, en prin-
cipio, primacía (...) salvo que la misma norma suprema haya previs-
to, en algún ámbito, su propio desplazamiento o inaplicación.» 93

asimismo, debe señalarse que la elección de la norma aplicable de 
acuerdo con los criterios de coherencia corresponde al juez ordinario. 
incluso en los casos en los que la norma incompatible con el derecho 
comunitario sea una norma de rango legal, el juez estará obligado a 
aplicar el principio de prevalencia desplazando la norma nacional 
incompatible y aplicando la comunitaria. así lo ha entendido el Tribu-
nal constitucional en su sentencia 28/1991, de 14 de febrero. en esta 
sentencia, el Tribunal constitucional desestima el recurso de inconsti-
tucionalidad interpuesto por el Parlamento Vasco contra los arts. 211, 
apartado 2 d), y 214, que la Ley orgánica 1/1987 introdujo en la Ley 
orgánica 5/1985, del régimen electoral General, para la regulación 
de las elecciones al Parlamento europeo. el recurso se fundamenta la 
inconstitucionalidad de esta norma por contradecir el art. 5 del acta 
relativa a la elección de los representantes en el Parlamento europeo 
por sufragio universal directo, adoptada por el consejo europeo el 20 
septiembre 1976 (decisión 76/19787/ceca, cee, euratom). Tal 
contradicción determinaría, en opinión del Parlamento vasco, la vul-
neración de los arts. 93, 96.1 y 9.1 ce, y también de su art. 14. La 
oposición a la constitución de la norma impugnada descansa exclusi-
vamente en la pretendida conculcación de la norma comunitaria, que 
de este modo se convertiría, según el razonamiento de la parte recu-
rrente, en medida de enjuiciamiento constitucional de la validez de la 
norma impugnada.

el Tribunal constitucional no comparte esta tesis y rechaza que los 
artículos 93 y 96 ce puedan «servir para convertir a los Tratados 
comunitarios o al derecho derivado en canon de constitucionalidad» 94:

«a partir de la fecha de su adhesión, el reino de españa se halla 
vinculado al derecho de las comunidades europeas, originario y 
derivado, el cual –por decirlo con palabras del Tribunal de justicia 
de las comunidades europeas– constituye un ordenamiento jurídi-
co propio, integrado en el sistema jurídico de los estados miembros 

 93  declaración del Pleno del Tribunal constitucional 1/2004, de 13 de diciembre 
de 2004.

 94 alonso García, r., El juez español y el Derecho comunitario, consejo 
General del Poder judicial, Madrid, 2003, p. 33.
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y que se impone a sus órganos jurisdiccionales (s 15 julio 1964 
costa/e.n.e.L.). 

ahora bien, la vinculación señalada no significa que a través del 
art. 93 se haya dotado a las normas del derecho comunitario euro-
peo de rango y fuerza constitucionales, ni quiere en modo alguno 
decir que la eventual infracción de aquellas normas por una disposi-
ción española entrañe necesariamente a la vez una conculcación del 
citado art. 93 ce. este precepto constituye ciertamente el funda-
mento último de tal vinculación, dado que la aceptación de la misma 
–instrumentada en el Tratado de adhesión, que es su fundamento 
inmediato– expresa la soberanía estatal. ello no permite olvidar, sin 
embargo, que el precepto constitucional, de índole orgánico proce-
dimental, se limita a regular el modo de celebración de una determi-
nada clase de Tratados internacionales, lo que determina que única-
mente tales Tratados puedan ser confrontados con el art. 93 ce en 
un juicio de constitucionalidad, por el hecho de ser dicha norma 
suprema la fuente de validez formal de los mismos.»

Tampoco el artículo 96 ce se puede utilizar de canon de constitu-
cionalidad de las normas con rango de Ley que contravengan el dere-
cho comunitario. a este respecto el Tribunal constitucional señala 
que 

«ningún tratado internacional recibe del art. 96.1 ce más que la 
consideración de norma que, dotada de la fuerza pasiva que el pre-
cepto le otorga, forma parte del ordenamiento interno; de manera 
que la supuesta contradicción de los tratados por las leyes o por 
otras disposiciones normativas posteriores no es cuestión que afecte 
a la constitucionalidad de éstas y que, por tanto, deba ser resuelto 
por el Tribunal constitucional (sTc 49/1988, f. j. 14.º “in fine”).»

Por lo tanto, la incompatibilidad de una norma con rango de Ley, 
posterior a nuestra entrada en las comunidades europeas, no supone 
un juicio de validez desde la norma constitucional, sino simplemente 
un «puro problema de selección del derecho aplicable al caso concre-
to»  95 cuya resolución corresponde a los órganos judiciales. Ya que se 
trata de un conflicto de normas infraconstitucionales, ha de resolverse 
en el ámbito de la jurisdicción ordinaria. es decir, la resolución de la 
incompatibilidad del derecho interno con el comunitario correspon-
derá al juez ordinario, quien ostenta la competencia para declarar su 
invalidez y consiguientemente su inaplicabilidad. este «control difuso 
de la conformidad de la Ley con el derecho comunitario por el juez 

 95 La consideración del derecho comunitario como infraconstitucional, puede 
provocar, para ricardo alonso, «graves distorsiones a la hora de abordar el control 
judicial del Derecho Comunitario derivado, induciendo a situar el control en un 
marco, el constitucional interno, que no le corresponde, en detrimento de su paráme-
tro natural de validez, que es el constitucional estrictamente comunitario, esto es, el 
Derecho originario» (en el Juez español y el Derecho Comunitario, ob. cit., pp. 39 
y ss.).
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del litigio concreto es una competencia reconocida por el derecho 
comunitario y exigida para garantizar el pleno efecto de la norma 
comunitaria» 96.

el principio de primacía se desenvuelve en el orden de la aplica-
ción de la norma válida que se sustenta en la distinción entre diferen-
tes ámbitos de aplicación de normas diferentes, pero ambas válidas. 
es decir, para el Tribunal constitucional la aplicación del principio de 
primacía para resolver las posibles contradicciones entre las normas 
de derecho interno y de derecho comunitario supone un problema 
puro de selección de la norma aplicable 97. entendido en estos térmi-
nos, el principio de primacía del derecho comunitario reduce las rela-
ciones entre el derecho español y el derecho de la Unión europea a 
una cuestión de mero desplazamiento de la norma nacional y, en nin-
gún caso, implica la invalidez de ésta por contradicción con la norma 
comunitaria. Las antinomias entre el derecho comunitario y las nor-
mas nacionales habrán de ser resueltas por el órgano jurisdiccional 
con arreglo a criterios de aplicabilidad 98, prevaleciendo las normas del 
primero sobre las nacionales, por más éstas continúen siendo válidas, 
«dado que al encuadrarse en sistemas normativos diferentes y carecer, 
por ello, de una norma común y superior a ambas (…) no responden 
en ningún caso a las mismas condiciones de validez» 99. el derecho 
comunitario, podría afirmarse, es así un «sistema privilegiado: los cri-
terios de aplicabilidad de las normas que el juez usa tienen que perte-
necer a ese sistema» 100.

 96 Mangas Martín, a. y Liñán nogueras, d. j., Instituciones y Derecho de la 
Unión Europea, ob. cit., p. 518. estos autores, no obstante, son muy críticos con la 
jurisprudencia del Tribunal constitucional en esta materia considerando que la misma 
provoca una «fractura constitucional» «en la indefensión de los ciudadanos, en la 
seguridad jurídica y en la distribución de competencias entre el Estado y las Comuni-
dades Autónomas» (p. 526).

 97 duramente criticada es esta conclusión por ricardo alonso, para quien en su 
declaración 1/2004, el Tribunal constitucional incurre de nuevo en el error «en que 
incurrió en su Sentencia 28/1991, al generalizar la calificación de la contradicción 
entre Derecho comunitario, estimado en su conjunto, con el Derecho interno, también 
globalmente considerado, como un puro problema de “selección de la norma aplica-
ble”». en alonso García, r., Constitución española y Constitución Europea: guión 
para una colisión virtual y otros matices sobre el principio de primacía, revista 
española de derecho constitucional, número 73, enero-abril, 2005, p. 360 y 361.

 98 es decir, aquel conjunto de directivas dadas a los jueces que establecen qué 
normas han de aplicarse en un caso concreto. Por lo tanto, normas que se refieren a la 
aplicabilidad de otras normas y que pertenecen a un nivel superior o metanormas que 
imponen deberes a los jueces de aplicar ciertas normas del primer nivel. Vid. Gulygin, 
e., Time and Validity, en Martino, a., Deontic Logic, Computational Linguistics and 
Legal Information Systems, north-Hollland Publishing co., amsterdam, vol. ii, 
pp. 65-81.

 99 requejo Pages, j. L., sistemas normativos, constitución y ordenamiento. La 
constitución como norma sobre aplicación de normas, MacGraw Hill, Madrid, 1995, 
p. 65.

 100 Gulygin, e., Algunas consideraciones sobre los sistemas jurídicos, doXa, 
núm. 9, 1991, p. 267. 
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estaríamos ante un supuesto de «no aplicación» de la norma de 
derecho interno, que presupone una concepción dualista de ambos 
ordenamientos, es decir, en una cuestión de simple elección de la 
norma aplicable en el plano hermenéutico. La no aplicación se encon-
traría incluida en aquel conjunto de actividades que parten de la indi-
vidualización de la norma para, a través de la interpretación, alcanzar 
la norma que se aplicará al caso concreto 101. no obstante y por otra 
parte, la determinación final por parte del órgano jurisdiccional de la 
norma aplicable nos proporcionaría la clave de los criterios de identi-
dad del sistema, ya que «en la medida en que la mayoría de los siste-
mas jurídicos reconocen diversas fuentes del derecho, el único medio 
para determinar cuáles son los procedimientos y las instituciones jurí-
dico-creadoras de un sistema jurídico dado, es determinando qué 
fuentes del derecho son reconocidas por los tribunales» 102; pues, como 
señala López ruiz, uno de los criterios de identidad de los sistemas 
jurídicos consiste en la existencia de ciertos criterios comunes de 
reconocimiento adoptados por los órganos de aplicación del derecho, 
en virtud de los cuales una norma puede ser válida por su pertenencia 
a un sistema jurídico o por su aplicabilidad por los órganos primarios 
del sistema jurídico 103.

así pues, la unidad del sistema, incluso cuando adoptamos una 
postura dualista, no se resiste aunque las normas que lo componen 
tengan su origen en subsistemas normativos autónomos, ya que las 
normas que ambos generan se confunden en el momento de su aplica-
ción jurisdiccional. el ordenamiento interno y el comunitario «no 
pueden concebirse más que como subsistemas autónomos de produc-
ción de normas que, haciendo de la constitución su punto de encuen-
tro, se confunden a partir de ella y en los estadios normativos subsi-
guientes hasta configurar un sistema normativo unitario» 104. La 
auténtica articulación de las normas con origen en los diferentes siste-
mas se produce en el momento de su aplicación por el órgano judicial, 
de forma que la unidad del conjunto del ordenamiento se encontrará 
precisamente en la garantía de validez y aplicabilidad de cada una de 
las normas de ambos sistemas que proporcionarán los órganos juris-
diccionales. 

 101 Vid. Ferrari, e., «cittadinanza italiana e cittadinanza europea tra disapplica-
zione a causa di invalidità e principio di specialità», en Rivista italiana di diritto pub-
blico comunitario, 1991, p. 1088.

 102 raz, j., La autoridad del Derecho. Ensayos sobre Derecho y moral, trad. de 
ronaldo Tamayo y salmorán, UnaM, México, segunda edición, 1985, p. 117.

 103 López ruiz, F.: Fuentes del Derecho y Ordenamientos jurídicos, ob. cit., 
p. 125.

 104 requejo Pages, j. L., Sistemas normativos, Constitución y Ordenamiento. 
La Constitución como norma sobre aplicación de normas, ob. cit., p. 74.
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iV. a Modo de concLUsión

La adhesión de españa a la comunidad europea ha supuesto que 
el sistema de fuentes de nuestro ordenamiento jurídico sea mucho más 
complejo y, asimismo, ha implicado la necesidad de reordenarlo. La 
supraestatalidad normativa y la aparición de nuevos poderes normati-
vos requiere que los estados miembros acepten unas reglas jurídicas 
impuestas por la organización supranacional, lo que va a determinar la 
necesidad de reordenación del sistema de fuentes. el derecho de la 
Unión europea constituye un ordenamiento jurídico autónomo, pero 
que se integra en los derechos de los estados miembros. entre ambos, 
derecho comunitario y derecho interno se produce una mutua y per-
manente interacción jurídica. Por una parte, el derecho de la Unión 
europea influye decisivamente en los derechos de los estados miem-
bros, pero, por otra, los derechos internos han influido en el derecho 
comunitario, incluso a través de la remisión que el Tribunal de justicia 
ha hecho a los derechos nacionales, en numerosas ocasiones.

Los principios de primacía y efecto directo del derecho comunita-
rio suponen el desplazamiento del derecho interno, lo que implica 
una modificación de los criterios de validez, formales y materiales. 
Una vez que se ha producido la integración, el marco de validez de las 
normas comunitarias no será la constitución sino el Tratado que ins-
trumenta la cesión competencial. no obstante, la interacción entre el 
derecho español y el derecho de la Unión europea no afecta a la 
unidad del sistema, ya que la constitución, en cuanto regla de recono-
cimiento, sigue proporcionando los criterios de identificación de nor-
mas, así como de valoración para los órganos de producción y de apli-
cación del ordenamiento y para los ciudadanos. Por otra parte, la 
posible colisión entre el derecho comunitario y las constituciones de 
los estados miembros queda excluida en la medida en que se han 
incorporados al primero, como principios generales, los principios 
constitucionales sustancialmente comunes a los derechos de los esta-
dos, que comparten los mismos valores esenciales.

igualmente, para resolver los problemas derivados de las posibles 
contradicciones entre normas del derecho interno y del ordenamiento 
comunitario, las relaciones entre ambos ordenamientos se rigen por 
los principios de competencia y prevalencia. este último, el principio 
de prevalencia opera en el ámbito de las competencias concurrentes. 
su aplicación supone que la norma nacional no es derogada por la de 
derecho comunitario con la que entra en colisión, sino que solamente 
va a ser desplazada y procederá su no aplicación. de acuerdo con 
estos criterios de coherencia, corresponderá al juez ordinario la elec-
ción de la norma aplicable. Pues, como ha señalado el Tribunal cons-
titucional, la aplicación del principio de primaría para resolver las 
contradicciones entre normas españolas y de normas del derecho 
comunitario supone un puro problema de selección de la norma apli-
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cable, ya que la primacía del derecho comunitario sólo comporta el 
desplazamiento de la norma de derecho interno y en ningún caso su 
invalidez. La no aplicación de la norma de derecho interno, que parte 
de la concepción dualista de ambos ordenamientos, se reduce a una 
simple cuestión de determinación de la norma aplicable por parte del 
órgano jurisdiccional, lo que nos proporcionaría los criterios de uni-
dad del sistema. La verdadera articulación de las normas de ambos 
sistemas normativos se producirá en ese momento y, como se ha seña-
lado, la unidad del conjunto del ordenamiento se encontrará precisa-
mente en la garantía de validez y aplicabilidad de cada una de las 
normas de ambos sistemas que proporcionarán los órganos judiciales.
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